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Santiago, 5 de Octubre de 2009 
 
 
Mat.: Remite controversias sobre las Bases 
Técnico Económicas Preliminares del 
estudio para la fijación de tarifas de los 
servicios afectos a fijación tarifaria 
prestados por VTR Banda Ancha (Chile) 
S.A.  

 
 
 
Señor  
Pablo Bello Arellano 
Subsecretario de Telecomunicaciones 
Presente 
 
De mi consideración: 
 
Mediante la presente, y de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 30H de la Ley N°18.168 
General de Telecomunicaciones (“LGT”), y el artículo 10 del Decreto Supremo N°4, de 16 de 
enero de 2003, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, 
Fomento y Reconstrucción (“los Ministerios”), que aprueba el Reglamento que Regula el 
Procedimiento, Publicidad y Participación del Proceso de Fijación Tarifaria Establecido en el 
Título V de la Ley N°18.168, General de Telecomunicaciones (“el Reglamento”), remito a 
usted las controversias que mi representada formula sobre las Bases Técnico Económicas 
Preliminares (“BTE Preliminares”), las que le fueron notificadas mediante correo electrónico, 
de 30 de septiembre de 2009, remitido por don Guillermo de la Jara Cárdenas, Ministro de Fe 
y Jefe de la División Jurídica de esa Subsecretaría de Telecomunicaciones (“Subtel” o la 
“Subsecretaría”). 
 
I.- CONTEXTO. 
 
Como cuestión previa hacemos presente que las controversias formuladas a continuación no 
implican renuncia de tipo alguno, por parte de VTR Banda Ancha (Chile) S.A. (“VTR”), a 
recurrir a instancias administrativas o jurisdiccionales, en la sede que resulte procedente, para 
obtener debido reconocimiento, protección y/o resarcimiento de los derechos adquiridos por 
VTR que resulten o pudieren resultar afectados por las actuaciones y resoluciones 
administrativas que se dicten durante el curso del proceso tarifario o con ocasión del decreto 
que eventualmente termine dictándose como consecuencia del mismo, según se detalla más 
adelante. 
 
Asimismo, y como detallamos más adelante, no podemos sino destacar que dado el tenor de 
las BTE Preliminares, desde ya se pondría a VTR en situación de desventaja económica grave 
respecto de las todas las demás concesionarias de servicio público telefónico a las que se ha 
fijado por los Ministerios, en sus respectivos decretos -o se les considera fijar en el curso de los 
procesos actualmente iniciados por vuestra Subsecretaría-, una tarifa denominada ‘Recargo 
portabilidad del número’, con el objeto de financiar los costos asociados al sistema de 
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portabilidad del número que comenzará a operar durante la vigencia del decreto tarifario que 
rige a mi representada hasta el año 2012, y que corresponde al Decreto Supremo N°555, de 18 
de junio de 2007 (“D.S. N°555”). En efecto, tratándose de dichas concesionarias, los 
Ministerios han aceptado distribuir los costos propios de la implementación de la portabilidad 
tanto en la tarifa de ‘Tramo Local’ como en la de ‘Cargo de Acceso’; sin embargo, en el caso de 
VTR, las BTE Preliminares han omitido considerar dicho recargo en la parte que debería 
incluirse en la tarifa de cargo de acceso, cuestión que afectará significativamente la capacidad 
de mi representada de financiar los costos relacionados con la portabilidad.  
 
VTR, por su parte, ha manifestado reiteradamente su decidido apoyo a la rápida 
implementación de la portabilidad del número telefónico, por lo que parece indispensable que 
la autoridad reevalúe en este proceso, su decisión original de omitir la fijación del recargo 
correspondiente al cargo de acceso, o que entregue una adecuada justificación sobre los 
fundamentos y alcances de esta discriminatoria omisión.  
 
Igualmente grave nos parece que Subtel pretenda introducir la regulación de un nuevo servicio 
de transmisión y/o conmutación de señales provistas como circuitos privados –como ocurre 
con el denominado por las BTE Preliminares “Bitstream”- cuando éstos últimos han sido 
tarificados por el D.S. N°555, que actualmente rige a mi representada y cuyo plazo de vigencia 
inmutable expirará cuando entre en vigencia el respectivo decreto que lo sustituya (y que se 
dictará durante el curso del mes de junio de 2012). Es más, según explicaremos someramente, 
dicho servicio ‘”Bistream” representa la misma modalidad de servicio que se ofrece a los 
Proveedores de Acceso a Internet (“ISP”) a través del servicio desagregado que se reguló a 
VTR mediante el referido D.S. N°555, denominado por el mismo “Servicio de acceso al 
domicilio del suscriptor, para conexión al servicio Internet suministrado por proveedores de 
acceso a Internet, o ISPs”. A lo anterior se agrega que para evaluar la introducción o no de 
dicho nuevo servicio desagregado los Ministerios requieren de habilitación normativa previa, la 
cual necesariamente ha de venir dada por reglamentación de carácter general, tal cual lo ha 
dictaminado reiteradamente la Contraloría General de la República, y por cierto, se lo ha 
instruido el propio H. Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (“TDLC”), según 
indicamos más adelante.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier caso, la desagregación que -en su oportunidad- validó 
tanto la Autoridad Sectorial como el referido organismo contralor respecto de VTR, siempre 
ha estado acotada a los activos asociados a la concesión de servicio público telefónico de que 
es titular mi representada.  
 
II.- CONTROVERSIAS. 
 
Las siguientes son las controversias que VTR formula en relación con las BTE Preliminares 
que le han sido notificadas: 
 
II.1.- BITSTREAM. 
 
Señalan las BTE Preliminares de Subtel -en su página 2- que corresponde a los Ministerios fijar 
las tarifas a VTR respecto de aquellos servicios que el TDLC calificó expresamente mediante 
su Informe N°2, de 30 de enero de 2009. A su vez, este último dispuso en lo pertinente de 
dicho informe: 
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“(…) iii. Servicio de transmisión y/o conmutación de señales provistos como 
servicios intermedios y como circuitos privados, dentro de la zona primaria, 
suministrados a concesionarias, permisionarias y al público en general. 

 
[…] 

 
134. Este Tribunal no enumerará las prestaciones específicas que componen tal servicio 
dado lo expresado por la misma Subtel, a fojas 2321, en el sentido que en el pasado su 
enumeración no ha sido la apropiada para una implementación exitosa. Así, la Subtel 
deberá definir dichas prestaciones, considerando la experiencia internacional, para crear 
condiciones que favorezcan una efectiva competencia sobre una misma red fija. La 
tarificación deberá a lo menos considerar velocidades y calidades de transmisión que la 
empresa concesionaria y/o dueña de las redes ofrezca a terceros. Así, en este informe se 
recomendará a la Subtel dictar una norma de aplicación general que detalle las prestaciones 
técnicas y administrativas necesarias para establecer un mecanismo de tarificación 
homogéneo y transparente para las empresas afectas a fijación de tarifas de estos servicios 
(…)” [El destacado es nuestro].  

 
Como puede observarse, el TDLC en ninguna explicita cuál sea la modalidad de servicio 
desagregado adicional que deba tarificar Subtel, radicando en esta última la definición de 
prestaciones de desagregación, mediante la dictación de una normativa de aplicación general. 
Según se verá, la sola incorporación del denominado “Bitstream” -junto con su regulación y 
alcances- en las BTE Preliminares de un proceso tarifario en particular (por ejemplo, el 
actualmente en curso respecto de VTR), con el objeto de incluirlo en el respectivo decreto 
tarifario, excede el ámbito propio de este último en cuanto acto administrativo particular.  
 
Luego, Subtel expresa –en la página 2 de las BTE Preliminares- que: 
 

“(…) procede dar cumplimiento al mandato de dicho Tribunal, complementando en lo 
pertinente a esta nueva calificación de servicios a tarificar –y mediante un proceso 
tarifario específico- el decreto tarifario vigente de la Concesionaria (…)”. [El destacado 
es nuestro].  

 
De esta manera, y en base a la cita de dichos considerandos, vuestra Subsecretaría ha decidido 
incorporar el aludido nuevo servicio de transmisión y/o conmutación de señales provistas 
como circuitos privados en las BTE Preliminares, dictadas respecto de VTR, incluyéndolo –en 
su página 9- bajo el título “Servicios de transmisión y/o conmutación de señales provistos como circuitos 
privados, dentro de la zona primaria, suministrados a concesionarias, permisionarias y al público en general, 
cuya fijación procede de conformidad a lo previsto en el Informe N° 2, del H. Tribunal de Defensa de la Libre 
Competencia”, y denominándolo “Bistream”, a partir de lo cual lo define del siguiente modo: 
 

“(…) Consiste en la conexión a la red de la Concesionaria que permite a una operadora 
contratante la provisión de sus respectivos servicios, mediante el acceso a flujos de datos 
proporcionados por la mencionada concesionaria, entre los PTRs de la Empresa Eficiente 
y el equipamiento del suscriptor, en forma exclusiva o compartida con dicha concesionaria 
y/o con otras operadoras contratantes. 

 
La Concesionaria dará a la operadora contratante acceso a dicho flujo de datos para 
intercambiar las comunicaciones correspondientes al servicio que esta última provea, en el 
o los nodos que fije en cada zona primaria para efectos de brindar este acceso indirecto y 
proveerá el equipamiento y sistemas necesarios en dichos nodos. La conexión a cualquiera 
de estos nodos deberá permitir el acceso en la zona primaria correspondiente, en términos 
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no discriminatorios, a cada una de las conexiones del suscriptor que dependan de los nodos 
que cuenten con las facilidades técnicas necesarias. 

 
Se establecerán tarifas para las siguientes prestaciones: 

 
- Costo por conexión del servicio  
- Renta mensual 
- Recargo mensual para conexiones sin servicio telefónico 
- Costo de habilitación para clientes sin servicio (…)”. 

 
En relación con ello, VTR controvierte la incorporación a su respecto de nuevas tarifas de 
servicios de desagregación –como la del servicio Bitstream- en el presente proceso tarifario en 
razón de las siguientes consideraciones: 
 
(a) Los servicios de transmisión y/o conmutación de señales provistos como circuitos 
privados, dentro de la zona primaria, suministrados a concesionarias, permisionarias y 
público en general, ya han sido tarificados respecto de VTR, por el D.S. N°555, de 
2007, cuyo proceso tarifario ha quedado afinado y cuyo plazo de vigencia inmutable se 
encuentra corriendo. 
 
Bajo este título, el numeral 1.5 del D.S. N°555 actualmente vigente respecto de VTR, ya reguló 
-para un periodo de 5 años- las prestaciones que corresponden a los Servicios de transmisión 
y/o conmutación de señales provistos como circuitos privado, figurando entre ellos –en la letra 
a), página 10 de dicho decreto- el “Servicio de acceso al domicilio del suscriptor, para conexión 
al servicio Internet suministrado por proveedores de acceso a Internet, o ISPs”, definiéndose el 
mismo como aquel servicio que: 
 

“(…) Corresponde al suministro desagregado de los elementos de red y/o la 
canalización que permiten el establecimiento de una conexión de 64 Kbps entre el 
domicilio del suscriptor y centro o nodo donde se puede establecer la conexión con los 
ISPs contratantes (…)”. [El destacado es nuestro]. 

 
Como puede observarse, la prestación antes descrita corresponde al servicio desagregado 
ofrecido por mi representada a ISPs interesados en proveer sus servicios utilizando la red de la 
concesionaria VTR Banda Ancha (Chile) S.A., y su definición y tarifas se encuentran 
plenamente vigentes desde la entrada en vigencia del D.S. N°555, acaecida el 25 de junio de 
2007. Es más, este último dispone expresamente –en su numeral 1, página 3- que las tarifas por 
él fijadas deben ser aplicadas por VTR “(…) para los próximos 5 años, a contar de la fecha de 
vencimiento del quinquenio de las tarifas anteriores (…)”.  
 
Dicho decreto fue tomado razón por la Contraloría General de la República, con fecha 20 de 
octubre de 2008, de forma tal que corresponde acatar su duración inmutable, que constituye 
derecho adquirido para VTR, hasta que se produzca la entrada en vigencia del respectivo 
decreto que lo sustituya, a dictarse durante el mes de junio del año 2012. Dado lo anterior, y 
según la doctrina asentada por dicho organismo, el proceso tarifario de VTR en lo referido a 
servicios desagregados se encuentra afinado, habiéndose producido una situación de certeza 
jurídica, especialmente necesaria dada la naturaleza y extensión de los efectos de la fijación 
tarifaria. De este modo, de ser alterada dicha certeza incorporándose nuevas prestaciones o 
modalidades de los servicios de transmisión y/o conmutación de señales provistos como 
circuitos privados –como por ejemplo el que se pretende por medio de estas BTE– la 
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consecuencia inmediata no podría ser sino un menoscabo de los derechos adquiridos 
generados por el D.S. N°555, de 2007, durante el período de vigencia de las tarifas fijadas por 
el mismo.  
 
Es más, ha sido el propio ente contralor el que ha considerado que resulta improcedente 
pretender regular mediante un decreto tarifario adicional, servicios ya afectos a fijación tarifaria 
en virtud de un decreto que se encuentre vigente, siendo muy prolijo al examinar si los 
servicios, cuya tarificación se pretende complementaria, tienen o no una naturaleza diversa a la 
de servicios ya tarificados en un decreto vigente. En el caso en comento, el “Bitstream” 
pretende alterar el estado de servicios desagregados ya tarificados en virtud de un decreto 
actualmente vigente.  
 
Lo expresado previamente, si bien se aplica a los servicios de transmisión y/o conmutación de 
señales provistos como circuitos privados, que ya se encuentran tarificados en el D.S. N°555 
de 2007, se aplica con mayor fuerza aún en esta controversia, pues, al comparar la definición 
específica del denominado servicio “Bitstream” (BTE Preliminares) frente al “Servicio de 
acceso al domicilio del suscriptor para conexión al servicio Internet suministrado por 
proveedores de acceso a Internet”, consagrado en el D.S. N°555, de 2007 (numeral 1.5 letra a), 
se concluye que ambos representan evidentemente la misma prestación que debe ofrecerse a 
los ISPs.  
 
Dicha observación se hace evidente al revisar las redacciones utilizadas en cada caso: 
 

Bitstream  
(BTE Preliminares Proceso Tarifario 2010-2012) 

Servicio de acceso al domicilio del suscriptor, para 
conexión al servicio Internet suministrado por 

proveedores de acceso a Internet o ISPs  
(D.S. N° 555, de 2007) 

 
 
“(…) Consiste en la conexión a la red de la 
Concesionaria que permite a una operadora contratante 
la provisión de sus respectivos servicios, mediante el 
acceso a flujos de datos proporcionados por la 
mencionada concesionaria, entre los PTRs de la 
Empresa Eficiente y el equipamiento del suscriptor, en 
forma exclusiva o compartida con dicha concesionaria 
y/o con otras operadoras contratantes.” 
 

“a) Corresponde al suministro desagregado de los 
elementos de red y/o la canalización que permite el 
establecimiento de una conexión de 64 Kbps entre el 
domicilio del suscriptor y el centro o nodo donde se 
puede establecer la conexión con los ISPs 
contratantes”. [El destacado es nuestro].  

 
Como puede concluirse, el objeto de cada servicio es el mismo (establecer una conexión de 
datos utilizando los medios de red desagregados a la concesionaria, entre el ISP y el suscriptor), 
al igual que los medios involucrados (todos los elementos de red y equipamientos que permitan 
el establecimiento de la conexión) y los puntos terminales involucrados (domicilio del cliente y 
PTR o nodo en cada zona primaria).  
 
De este modo, sólo considerando lo expuesto en esta primera consideración, cabe concluir que 
no procede jurídicamente incorporar nuevos servicios desagregados respecto de VTR cuando 
los mismos ya han sido fijados por el D.S. N°555, de 2007, cuyo proceso tarifario se encuentra 
a esta fecha administrativamente afinado.  
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(b) Adicionalmente, la evaluación de incorporar o no un servicio como el Bitstream al 
proceso de fijación tarifaria sólo procedería en caso de dictarse un reglamento de 
carácter general. 
 
Por otra parte, y adicionalmente a lo argumentado con anterioridad, sabido es que la 
Contraloría General de la República ha establecido en reiteradas oportunidades que la 
implementación de los denominados servicios desagregados no procede a través de un acto 
administrativo particular –como es un decreto tarifario– sino que debe efectuarse a través de 
normativa de carácter general, como es un reglamento. Así por ejemplo, la Contraloría 
dictaminó con ocasión de la toma de razón del Decreto Supremo N°169, de 2004, que 
estableció –entre otras– tarifas de servicios desagregados a Telefónica Chile S.A., que: 
 

“(…) el acto administrativo sometido a control de juridicidad no es el mecanismo idóneo 
para regular una eventual desagregación de redes ya que ello excede de su finalidad y 
ámbito de acción –tarificación de los servicios señalados en la Resolución N°686, de 2003, 
de la Comisión Resolutiva (…)”.  

 
Es más, no sólo la Contraloría ha establecido un criterio al respecto, sino que el propio TDLC 
en su Informe N°2, de 2009, ha instruido a Subtel en orden a implementar la desagregación a 
través de una normativa técnica, de carácter general.  
 

“(…) este Tribunal previene a la Subtel que ejerza sus atribuciones normativas y 
fiscalizadoras, para asegurar que se produzca una efectiva oferta de facilidades de reventa 
por parte de las empresas de telefonía fija con redes ya instaladas, mediante el 
establecimiento de la obligación de contar con ofertas mínimas que contengan todos los 
elementos necesarios para su contratación por terceros, y mantener información de libre 
acceso público y actualizada de la disponibilidad de facilidades de redes susceptibles de ser 
desagregadas, y dictar una norma de aplicación general que detalle las prestaciones 
técnicas y administrativas necesarias para establecer un mecanismo de tarificación 
homogéneo y transparente para las empresas afectas a fijación de tarifas de estos 
servicios1 (…)” 

 
Siendo ello así, mientras no se proceda a la dictación de una reglamentación de dichas 
características, los Ministerios carecerían de la habilitación normativa para implementar 
eventuales innovaciones en los denominados servicios desagregados.  
 
(c) En cualquier caso, y en subsidio, debe consignarse en las BTE definitivas que la 
tarificación de servicios desagregados a VTR se realiza sobre la base de su concesión 
de servicio público telefónico, pudiendo por lo tanto afectarse exclusivamente los 
activos asociados a la prestación de este servicio.  
 
Esta circunstancia regulatoria se encuentra asentada en el marco de la jurisprudencia 
administrativa de la Contraloría General de la República, en cuya sede ha sido la propia Subtel 
quien ha manifestado que los Servicios de conmutación y/o transmisión de señales provistas 
como circuitos privados, que dan lugar a la desagregación, forman parte del servicio público 
telefónico y se prestan exclusivamente al amparo de una concesión de servicio público de 
telefonía. Es más, la Autoridad Sectorial ha citado en respaldo de dicha calificación lo resuelto, 
en su oportunidad por la Comisión Resolutiva en más de una ocasión, reafirmando que los 

                                                                 
1 Considerando 160. El destacado es nuestro.  
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servicios de conmutación y/o transmisión de señales provistas como circuitos privados forman 
parte del servicio público telefónico local. 
 
Por su parte, el órgano contralor ha ratificado que el servicio de conmutación y/o transmisión 
de señales provistas como circuitos privados forma parte del servicio público telefónico, 
prestándose al amparo de una concesión de servicio público. Es más, refiriéndose a la situación 
de VTR, ha expresado que los servicios afectos a fijación tarifaria de esta última excluyen 
explícitamente la televisión por cable e Internet, precisamente por no constituir éstos los 
servicios públicos que dan lugar a la tarificación. 
 
En razón de los anterior es que se definió el “Servicio de acceso al domicilio del suscriptor, 
para conexión al servicio Internet suministrado por proveedores de acceso a Internet, o ISPs”, 
tanto en el Decreto Supremo N°13, de 2005 dictado respecto de VTR; como en el actualmente 
vigente D.S. N°555, de 2007, indicándose explícitamente por la propia Subtel que dicho 
servicio afectaba sólo los activos asociados a la concesión de servicio público telefónico. No 
podría, entonces, aplicarse un criterio regulatorio diferente, bajo circunstancia alguna, en el 
marco del actual proceso tarifario complementario que se inicia respecto de VTR.  
 
Es más, los criterios utilizados por los Ministerios en el proceso tarifario que culminó con la 
dictación del DS N°555 de 2007, confirman esta interpretación restrictiva de los activos 
involucrados en la tarificación de VTR. En efecto, en el curso de dicho proceso tarifario y para 
efectos del cálculo tarifario, sólo se consideraron los activos asociados a la provisión del 
servicio telefónico local por parte de VTR. Como ejemplo concreto de ello, se puede 
considerar que para atribuir los costos de la red HFC modelada para la empresa eficiente, los 
Ministerios utilizaron el factor RUE (razón de uso del espectro contenido en dicha red), 
calculado en base a la proporción de uso de dicho activo por el servicio telefónico (teniendo en 
cuenta el tráfico máximo observado de telefonía). De este modo, para fijar las tarifas reguladas 
en el DS N°555 de 2007, los Ministerios decidieron imputar sólo un 6,43% del costo total de la 
red HFC a la tarifa del servicio regulado a VTR (principalmente la tarifa de cargo de acceso). 
 
Propuesta de solución: excluir de las BTE definitivas la tarificación del servicio “Bitstream” 
o, en subsidio, acotar la tarificación del Bitstream a los activos estrictamente asociados a la 
prestación del servicio público telefónico que suministra VTR. 
 
II.2.- PORTABILIDAD. 
 
Como es de conocimiento público, vuestra Subsecretaría se encuentra en pleno desarrollo del 
proceso de implementación de la portabilidad de la numeración telefónica en nuestro país, para 
lo cual, entre otras medidas adoptadas, ha incorporado en la discusión tarifaria de las 
concesionarias de servicio público telefónico móvil y local ejecutados en este último periodo, la 
estimación de los costos eficientes que las distintas concesionarias incurrirán para implementar 
la portabilidad del número que establecerá la normativa, utilizando para ello criterios de 
asignación para distribuir estos costos entre las tarifas variables asociadas a tráfico, sean éstas 
reguladas o no reguladas. La estimación de estos costos ha considerado un sistema de 
portabilidad basado en una base de datos centralizada, es decir, el sistema denominado ALL 
CALL QUERY (ACQ), que operará para toda la industria del servicio público telefónico, cuya 
base de datos centralizada será administrada por un tercero independiente, la que se financiará 
en base a aportes compartidos de todas las empresas del servicio público telefónico.  
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Mi representada, conforme a lo que las demás empresas sometidas a fijación tarifaria han 
hecho en los últimos procesos tarifarios, en vigor o en fase de tramitación, en su propuesta de 
BTE enviadas a vuestra Subsecretaría, incorporó los criterios de costos señalados y las 
categorías respectivas de tarifas variables (según tráfico), que permitieran adicionar 
explícitamente el recargo por concepto de “Portabilidad del número”, tanto a la tarifa de 
Tramo Local como a la de Cargo de Acceso, y de esta forma complementar debidamente las 
tarifas reguladas y establecer situaciones igualitarias, no discriminatorias, entre todas las 
concesionarias cuyas redes conforman la red pública telefónica.  
 
En efecto, la adición de dicho recargo a las tarifas señaladas puede apreciarse, por ejemplo, en 
el reciente Decreto Tarifario de Telefónica Chile S.A. (aún en trámite de toma de razón), en su 
punto 1.1.3, letra l). Por su parte, en el reciente proceso tarifario de las concesionarias de 
servicio público telefónico móvil, la incorporación de dicho recargo se realizó en todos los 
tipos de tráfico, como consta, por ejemplo, en el Informe de Sustentación de Entel PCS 
Telecomunicaciones S.A. (punto II.14.2.).  
 
Por el contrario, la Subtel en las BTE Preliminares –que por este acto controvertimos- ha 
eliminado la mención al recargo de portabilidad numérica aplicable al Cargo de Acceso sin 
justificación conocida. 
 
La eventual eliminación del recargo de portabilidad en la tarifa del Cargo de Acceso 
evidentemente provoca una imposibilidad de que la empresa eficiente logre el 
autofinanciamiento garantizado por la LGT, afectando con ello el financiamiento de la 
empresa real, toda vez que ésta no obtendrá la recaudación que le permita financiar la inversión 
y operación de la portabilidad numérica que dicha Subsecretaría se encuentra impulsando, y 
cuyo modelamiento de costos ha sido requerido como parte de las BTE que regirán el 
respectivo Estudio Tarifario. Lo anterior, junto con representar una inconsistencia matemática 
evidente, constituye una discriminación injustificada en contra de mi representada, y en contra 
de las demás concesionarias que están afectas a un proceso tarifario complementario y cuyos 
decretos tarifarios vigentes no contengan –al igual que el de mi representada- la categoría 
tarifaria que permita obtener la recaudación de los reconocidos mayores costos que enfrenta la 
empresa eficiente producto de la implementación del sistema de portabilidad All Call Query, 
durante el quinquenio para el cual la misma es modelada. 
 
De prosperar esta omisión en las BTE Definitivas, por parte de Subtel, se pondrá en riesgo la 
capacidad de VTR y de las demás concesionarias sometidas a procesos complementarios, de 
financiar la implementación de la portabilidad de la numeración, en tanto no exista un 
reconocimiento tarifario íntegro de los costos que importa la introducción de dicho sistema y 
que permita financiar adecuadamente su implementación, toda vez que la mayor proporción de 
los costos involucrados en dicha implementación recaería en la tarifa de cargo de acceso, de 
aplicarse –por los Ministerios- los criterios de asignación de costos utilizados en otros procesos 
tarifarios para este ítem (asignación por tráfico). 
 
Propuesta de solución: incluir explícitamente en las BTE definitivas, la tarificación del 
recargo sobre la tarifa de cargo de acceso, asociado a los costos de implementación del sistema 
de portabilidad numérica. 
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II.3.- FECHA BASE. 
 
VTR controvierte la propuesta contenida en las BTE Preliminares respecto a “Fecha base de 
referencia de moneda y criterios de deflactación”, aplicable tanto como referencia de la 
moneda como para la sustentación de los costos considerados en el Estudio Tarifario de la 
concesionaria). Para la misma Subtel ha definido –numeral 6, página 15 de las BTE 
Preliminares- el día 30 de junio de 2009.  
 
Como es sabido, el uso de una fecha base tiene por propósito corregir el efecto inflacionario 
que afecta a cada una de las distintas partidas de costos con que se modela la empresa eficiente, 
además de alinear cronológicamente la demanda inicial de esta última con la empresa real. Es 
así como la fecha base permite llevar cada uno de los precios y costos considerados en el 
Estudio Tarifario, procedentes de distintas fechas y años, a una moneda de igual poder 
adquisitivo.  
 
El período de análisis u horizonte del Estudio Tarifario corresponde a cinco años, y si bien las 
tarifas resultantes del proceso tarifario se indexan, la información de precios inicial en que se 
basan debe dar cuenta de una mínima condición de normalidad macroeconómica. En caso 
contrario, las tarifas resultantes quedarán establecidas en un nivel de precio que no será 
representativo del quinquenio respectivo, frente a lo cual la indexación no podrá hacerse cargo 
correctamente.  
 
Ahora bien, como es público conocimiento, el año 2009, Chile y el mundo entero han 
experimentado los efectos de una las peores crisis económicas en décadas. Ello se ha traducido 
en una baja insospechada en el nivel de actividad económica, el aumento en las tasas de 
desempleo y una deflación de precios, entre otros factores, totalmente fuera de lo común. Lo 
anteriormente señalado se ha traducido en una baja sostenida del IPC durante el primer 
semestre del 2009 y en la generación de un contexto económico que ha impactado el costo de 
bienes y servicios. Estas tendencias, a junio de 2009 y en los meses previos, evidenciaron un 
comportamiento fuera de toda normalidad. Ello se puede observar -por ejemplo- en el índice 
de precios al productor que, según informa el Instituto Nacional de Estadísticas, al mes de julio 
de 2009 acumulaba una caída de -13,6% en los últimos 12 meses. 
 
Por esta razón consideramos que un Estudio Tarifario destinado a modelar la situación que 
enfrentará la empresa eficiente en un horizonte de 5 años, no debería estar basado en la 
situación imperante en una época de crisis económica totalmente atípica y en nada 
representativa de la situación que debería imperar en los próximos 5 años durante los cuales 
regirá el respectivo decreto tarifario. Es por ello que la propuesta de BTE presentada por VTR 
propuso como “Fecha base de referencia de moneda y criterios de deflactación” el 31 de 
diciembre de 2008, fecha en que los efectos de la aludida crísis no eran tan notorios en las 
condiciones de mercado, siendo la misma –por lo demás- consistente con la fecha considerada 
para diversos procesos tarifarios y el cierre contable del año.  
 
Propuesta de solución: incorporar como “Fecha base de referencia de moneda y criterios de 
deflactación” en las BTE Definitivas el 31 de diciembre de 2008. 
 
II.4.- TARIFICACIÓN DE LAS LLAMADAS TERMINADAS EN REDES DE 
CONCESIONARIAS DE SERVICIO PÚBLICO DE VOZ SOBRE INTERNET. 
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La reciente dictación de la normativa que se refiere al otorgamiento de concesiones de servicio 
de Servicio Público de Voz sobre Internet (“SPVI”) para las operaciones de Voz sobre 
Internet ha generado un incipiente mercado sustituto, próximo al servicio público telefónico. 
Si bien este servicio ha sido clasificado como uno “del mismo tipo”, en el D.S. N°484 de 2007 
Subtel le asignó una numeración telefónica especial semejante a la estructura de numeración 
local, lo que probablemente implicará que a mediano plazo el mercado lo asimile como un 
sustituto del servicio de telefonía local.  
 
Una estructura de cobro de aplicación obligatoria al usuario final para llamadas originadas en la 
red de la concesionaria regulada y terminadas en redes de SPVI, sobre la base de Tramo Local 
más Cargo de Acceso de destino, implicaría un problema de inteligibilidad totalmente evitable, 
que complicaría innecesariamente, de cara a los suscriptores de la concesionaria, la generación 
de este tipo de comunicaciones así como la comprensión de su cobro. Ello, pues, la mayor 
dificultad que enfrenten dichos suscriptores para memorizar la multiplicidad de cargos de 
accesos existentes (de concesionarias de telefonía móvil, de telefonía local rural, o local del tipo 
WILL S.A), dificultará de sobremanera la comprensión de la Cuenta Única Telefónica 
(“CUT”), especialmente si se considera: (a) que cada concesionaria de SPVI tendría un cargo 
de acceso diverso de las demás concesionarias de SPVI, derivando en una multiplicidad de 
valores a cobrar por las llamadas terminadas en redes de SPVI, según cuál sea en concreto la 
concesionaria de destino; y, (b) que, en cualquier caso, los cargos de acceso de las 
concesionarias de SPVI no tendrían la entidad del que se ha regulado a concesionarias de 
telefonía móvil, rurales, o locales del tipo WILL S.A. En efecto, muy posiblemente el SPVI se 
trataría de un servicio enteramente asimilable a la telefonía local, con un cargo de acceso 
probablemente muy inferior a los niveles considerados para este último servicio. 
 
En la práctica ello implica que si, por ejemplo, existen 5 proveedores de SPVI con cargos de 
acceso distintos, los usuarios enfrentarán 5 tarifas distintas para las llamadas a éstos (Tramo 
Local + cargo de acceso respectivo). Esto se traducirá en mayores dificultades para 
comprender la CUT, derivando en un incremento en las consultas y reclamos a nuestros 
niveles de atención a público.  
 
Subtel ha sido explícita en reconocer que aquéllas llamadas terminadas en redes de 
concesionarias cuyos cargos de acceso sean muy altos, deben transferirse al usuario final o 
suscriptor que origina las mismas. Así lo dispone el artículo único, numeral 6° del D.S. N°184 
de 2007, que modificó el D.S. N°510, de 2004, cuando dispuso en su punto 3.1.1:  
 
“Dentro del Nº3 de la letra A) precedente, se incorporarán las comunicaciones originadas en el equipo del 
suscriptor local y dirigidas a las redes de concesionarios de servicio público telefónico local aunque no tengan 
carácter rural, cuando a causa del nivel tarifario fijado a estos concesionarios en virtud del inciso final del 
artículo 25º de la ley, así se haga necesario para efectos de la consistencia e inteligibilidad de los 
diversos montos facturados en la Cuenta Única. Los respectivos decretos tarifarios de estos concesionarios 
establecerán en cada caso si debe procederse de la manera descrita.” [El destacado es nuestro].  
 
Evidentemente entonces, por razones de inteligibilidad, el criterio adoptado por Subtel 
discurre sobre la base de que para llamadas cursadas entre redes de concesionarias de telefonía 
local el valor de la misma corresponda al de una llamada telefónica normal, según el respectivo 
plan contratado por el cliente (a un valor equivalente al hasta hace poco regulado Servicio 
Local Medido o SLM implícito en su plan), salvo en aquellos casos en que la concesionaria de 
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destino tenga un valor de su cargo de acceso muy alto. Esto último no debería suceder en el 
caso de las concesionarias de SPVI, pues, en tal caso se estará frente a comunicaciones 
cursadas en parte importante sobre la red Internet, es decir, se trata de operaciones sin mayor 
uso de red física o, más propiamente dicho, de comunicaciones cursadas sobre redes cuyo 
componente mayoritario de inversión y explotación se financia a través de los cobros por el 
servicio de acceso a Internet de Banda Ancha (y no del servicio público telefónico), del que 
necesariamente debe disponer un suscriptor de SPVI.  
 
Así entonces, nuestra controversia no se refiere a un perjuicio financiero directo sobre mi 
representada -como en los puntos anteriores- sino de una solución regulatoria no razonable 
por afectar el principio de inteligibilidad de las tarifas, ya sentado en diversos procesos 
tarifarios administrativamente afinados. Por ello, VTR solicita que el Tramo Local más cargo 
de acceso de destino no sea la “Estructura de cobro” que aplique a las llamadas originadas en 
la red de la concesionaria regulada –VTR- y terminadas en concesionarias de SPVI, cuyo 
cargos de acceso tengan un nivel que no amerita transferirlo al usuario final, como ocurre 
cuando se está frente a la estructura tarifaria de Tramo Local. 
 
En subsidio de lo anterior, VTR solicita que para las llamadas originadas en la red de la 
concesionaria –VTR– y terminadas en redes de concesionarias de SPVI, se contemple una 
categoría distinta de Tramo Local (separándola de las categorías aplicadas a móviles, rurales, 
servicios complementarios, niveles 10X y  niveles 13X, 14X, 14XX y 100). Lo anterior con la 
finalidad de permitir a la concesionaria de la red de origen cobrar simplemente una tarifa local 
distinta a través de la cual pueda solucionar, al menos parcialmente, el problema de 
inteligibilidad de tarifas antes planteado. 
 
Propuesta de solución: en el contexto de las BTE Definitivas que se dicten, excluir de las 
comunicaciones afectas a tarifa de Tramo Local las comunicaciones originadas en la red de la 
concesionaria –VTR- y terminadas en las redes de las concesionarias de SPVI. En subsidio de 
ello, crear en dichas BTE Definitivas una estructura de cobro distinta del Tramo Local, que se 
haga cargo de las circunstancias explicadas con ocasión de la presente controversia, en lo 
referido a las diferencias entre las comunicaciones terminadas en las redes de SPVI y las demás 
comunicaciones tradicionalmente afectas a Tramo Local.  
 
Sin otro particular lo saluda atentamente, 
 
 
 
 
 
 

Matías Danús G.  
Gerente Legal de Regulación e Interconexiones 

VTR Banda Ancha (Chile) S.A. 
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